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ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
02 DE SEPTIEMBRE DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del dos de septiembre de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.
---
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con diecisiete proyectos de resolución, correspondientes a un juicio electoral y dieciséis juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor, autoridad responsable y, en su caso, los terceros interesados, fueron debidamente precisados en el aviso que oportunamente se publicó en los estrados de este Órgano Jurisdiccional. Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.-------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado René Arau Bejarano, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JEL-040/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADO RENÉ ARAU BEJARANO. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Se da cuenta con el proyecto de sentencia, relativo al juicio electoral 040 de 2010, promovido por el Partido Revolucionario Institucional en contra de la resolución RS-50-10, emitida por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, con motivo de las irregularidades detectadas en la revisión de los informes de campaña correspondientes al proceso electoral 2008-2009, en concreto, la determinación asumida por dicha autoridad relativa a dos de las tres sanciones administrativas que le fueron impuestas. En primer término, se propone declarar infundado el motivo de disenso atinente a la falta de correspondencia entre la resolución impugnada, que le fue notificada al instituto político actor el veintiuno de junio del presente año y, la versión aprobada por los Consejeros Electorales en la Sesión Extraordinaria de ocho de junio del mismo año. Al respecto, señala el instituto político enjuiciante, que aún y cuando en dicha Sesión se había determinado eliminar una de las sanciones impuestas, en el fallo que se controvierte se deja subsistente la sanción administrativa correspondiente. Con ello, alega el enjuiciante, el Consejo General responsable atenta contra el principio de legalidad al que deben sujetarse las autoridades electorales. En el proyecto se estima que no asiste la razón al partido político promovente, pues del examen de las constancias que obran en el expediente, se aprecia que la falta de coincidencia entre lo resuelto en la Sesión Extraordinaria de ocho de junio de este año, y la resolución impugnada, fue consecuencia de un error de referencia en el que se incurrió al momento de emitir la votación, en lo particular, respecto a la eliminación de las vistas a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, que estaban contenidas en los resolutivos SÉPTIMO y UNDÉCIMO, y que en un principio se ordenaban como parte del anteproyecto de resolución respectivo; sin embargo, por un error se consideró que el resolutivo OCTAVO contenía una vista, lo cual, generó su eliminación, aún y cuando en dicho resolutivo se reflejaba una sanción administrativa para el impetrante, al haberse acreditado en el procedimiento de revisión que dicho partido político contrató con proveedores que no se encontraban dentro del catálogo respectivo. Para concluir lo anterior, se analizó la versión estenográfica de la referida Sesión Extraordinaria, de la cual se aprecia que los razonamientos y consideraciones expresados por los Consejeros Electorales durante el desarrollo de la aludida sesión, estaban claramente dirigidos únicamente a determinar si se conservaban o no las vistas aludidas contenidas en los resolutivos SÉPTIMO y UNDÉCIMO de la resolución; y en momento alguno, la decisión de dichos funcionarios estuvo orientada a establecer la inexistencia de falta alguna o, en su defecto, la exculpabilidad del partido político hoy actor; es decir, la voluntad explícita de la mayoría de los Consejeros fue eliminar aquellos resolutivos donde se ordenaba dar vista, pero nunca lo fue, eliminar la sanción impuesta al Instituto político actor. Por tanto, en la propuesta se concluye que la inclusión como tema de votación, en lo particular, del resolutivo OCTAVO y como consecuencia, su eliminación, atendió a un error de referencia de los debatientes, al considerar que en dicho resolutivo se contenía una vista, y que ello no puede generar los alcances pretendidos por el actor en el sentido de exonerarlo de la sanción administrativa impuesta. En la propuesta que se somete a su decisión, se consideró que la imprecisión, al momento de votar el resolutivo en cuestión, y su parte considerativa, pudo generar confusión en el partido político actor; razón por la cual, se propone dejar a salvo sus derechos para que en el plazo legal correspondiente, y en caso de estimarlo conducente, se inconforme con los motivos, consideraciones y razones que sustentan la sanción que le fue impuesta, contenida ahora en el resolutivo SÉPTIMO de la resolución impugnada. Por otra parte, en lo tocante al segundo agravio planteado, en el proyecto se considera que asiste la razón al partido político impugnante, al señalar que la sanción administrativa impuesta en el resolutivo NOVENO de la resolución impugnada, consistente en la suspensión total de la entrega de las ministraciones del financiamiento anual correspondiente a un día, constituye una multa excesiva. En ese sentido, se considera que la sanción impuesta no se encuentra debidamente motivada, pues el estudio realizado por la autoridad, respecto de las circunstancias en que se llevó a cabo la falta, no tiene las suficientes agravantes para calificarla como particularmente grave. Para arribar a esa conclusión, en el proyecto se analizaron las valoraciones que llevaron a la autoridad responsable a imponer la sanción ahora impugnada, respecto de las cuales se razonó lo siguiente. En principio, se considera que al consistir la infracción acreditada en una omisión de cumplir en tiempo con una obligación prevista en la normativa electoral atinente, la misma corresponde a una falta de naturaleza formal y no sustantiva, pues en el caso, no se acreditó que el partido político definitivamente no hubiera recuperado esas cuentas por cobrar. Con relación a la conducta atribuida al partido político sancionado, ésta no puede ser considerada como dolosa, pues es evidente que siempre tuvo la intención de recuperar las cuentas, aún cuando fuera después de los noventa días a que se refiere la norma que infringió. En la propuesta se indica que el partido político actor cumplió en esencia con la finalidad del procedimiento de revisión de informes de gastos de campaña, pues comprobó que el monto que le fue otorgado, fue destinado a las actividades que realizó con motivo del proceso electoral objeto de análisis. Así, el bien jurídico tutelado que se pretende salvaguardar mediante el procedimiento de fiscalización, es el relativo a la transparencia y debida rendición de cuentas, el cual se vio plenamente colmado, pues aunque el impetrante exhibió las documentales comprobatorias respectivas fuera del plazo establecido, la propia responsable reconoció en la resolución que el partido político fiscalizado comprobó el gasto realizado durante el proceso electoral 2008-2009, lo cual, no fue tomado en cuenta como atenuante al momento de imponer la sanción. Bajo ese tenor, se razona que el argumento de la responsable para optar por la sanción económica sobre la amonestación pública, en el sentido de que con la segunda no se generaría conciencia en el partido político evitando a futuro la comisión del mismo tipo de faltas, éste no encuentra apoyo en razonamiento alguno, sino en una mera apreciación subjetiva que no se sustenta por sí misma, sin que conste en la resolución que la autoridad responsable se diera a la tarea de ponderar objetivamente las circunstancias en la comisión de la infracción y el efecto persuasivo de la sanción impuesta, dentro del contexto que implica la finalidad del procedimiento de fiscalización. Por las razones expuestas, en el proyecto se concluye que al analizar la falta cometida por el promovente se acreditan diversas circunstancias que atenuaban sustancialmente la infracción impuesta; consecuentemente, se considera que una amonestación pública guarda proporcionalidad con la irregularidad en que incurrió el Partido Revolucionario Institucional. Así, al haber resultado fundado el agravio hecho valer, se propone modificar la sanción impuesta al Partido Revolucionario Institucional, pues se considera que una amonestación pública sería una sanción acorde a la irregularidad acreditada. Es la cuenta Señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, tiene el uso de la palabra.-----------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio. Debo de señalar que el asunto que se pone a consideración de este Pleno, fue bastante discutido y analizado; a lo cual, arribó finalmente a diversas consideraciones que se emitieron en el seno del Pleno. Debo decir, que incluso fue necesario hasta posponerlo en razón de que el estudio ameritaba un profundo análisis. Con relación a este proyecto, a la cuenta que se acaba de dar, quiero externar las razones del sentido de mi voto que en su oportunidad emitiré, diciendo lo siguiente. En la sesión extraordinaria de ocho de junio de dos mil diez, el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, analizó el expediente RS-50-10, relativo a las irregularidades detectadas en la revisión de los informes de campaña presentados por los partidos políticos en el Distrito Federal, entre otros, el del Partido Revolucionario Institucional correspondiente al proceso electoral 2008-2009, concluyendo el citado órgano electoral, por mayoría de votos, entre otras cuestiones, eliminar el resolutivo OCTAVO y su respectivo considerando; el cual, contenía una sanción administrativa al mencionado partido político, determinación que no fue coincidente con la resolución plasmada en el documento que le fue notificado al citado partido. En el proyecto, se declara infundado el agravio, sustancialmente por las razones siguientes: que de la versión estenográfica se aprecia que el tópico relativo a las vistas a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, las cuales, se ordenaban en la propuesta de resolución, constituyó la materia de discusión para los integrantes del Órgano Colegiado; que en ningún momento la decisión del máximo órgano electoral administrativo estuvo orientada a establecer la inexistencia de falta alguna o, en su defecto, la exculpabilidad del partido político actor; por tanto, la inclusión como tema de votación en lo particular del resolutivo Octavo, atendió a un error de los Consejeros, quienes pensaron “que en dicho resolutivo se contenía una vista”, que desde el anteproyecto circulado hasta la aprobación de la resolución RS-50-10, claramente precisa la voluntad del Consejo General de sancionar al Partido Revolucionario Institucional, por haber contratado proveedores que no se encontraban en el catalogo respectivo. Por ello, en el proyecto se dice que de hecho, no de derecho, lo que debe prevalecer es la voluntad de los integrantes del Órgano Colegiado, materializada a través de consideraciones para justificar el por qué de la decisión del órgano referido de imponer la sanción respectiva. Ahora bien, en mi concepto resulta inexacto que lo discutido en la sesión, únicamente versara sobre las vistas en cuestión; pues también se abordaron otros temas relacionados con las propuestas de sanción contenidas en el anteproyecto de resolución, y por otra parte, que en el procedimiento que lleva el Consejo General durante el desarrollo de sus sesiones, no se impone como obligación para modificar o eliminar ciertos puntos o temas, que los Consejeros deban discutirlos en concreto; es decir, es potestativo que expresen de manera verbal los argumentos mediante los cuales den a conocer los motivos y razones de su decisión respecto de algún punto del orden del día. Luego, la ausencia de discusión en la sesión correspondiente, no es obstáculo para considerar valida la votación y aprobación de un punto o tema tratado. En ese sentido, resulta legal eliminar una parte del proyecto de resolución, aún cuando este no fuera discutido, y para ello es suficiente que se aprobara la propuesta por la mayoría de los integrantes del Consejo General, para que surtiera sus efectos legales. Así lo confirma la versión estenográfica de la sesión extraordinaria de ocho de junio del año en curso, de la cual se desprende que, “decidieron por mayoría de votos la eliminación del mismo”. En efecto, el Secretario Ejecutivo del Instituto Electoral del Distrito Federal, sometió a votación la supresión del punto resolutivo OCTAVO y su parte considerativa, sabiendo que los Consejeros, obviamente conocían el contenido de las partes del anteproyecto especificadas, habida cuenta, que les fue circulado previamente para su estudio y discusión, por lo que no se puede considerar que se ignoraba el contenido del resolutivo OCTAVO y el considerando relacionado, y que supusieron o pensaron que se refería a una vista que se pretendía dar a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. Tampoco es dable inferir, como se hace en el proyecto de resolución que se propone, que todos los Consejeros suponían o pensaron que iban a votar sobre las vistas, pues este Órgano Jurisdiccional no puede resolver en base a apreciaciones subjetivas, sino en elementos totalmente objetivos. En el caso, de constancias de autos se advierte que los Consejeros votaron por la eliminación de los resolutivos, SÉPTIMO, OCTAVO y DECIMOPRIMERO y sus respectivos considerandos. Por lo anterior, estimo que este Tribunal no puede interpretar la voluntad o intención de los miembros del órgano responsable, subsanando con ello los errores de dicho Órgano Colegiado. Tampoco pasa inadvertido, que los Consejeros que votaron a favor de eliminar el resolutivo OCTAVO y su respectivo considerando; elaboraron un oficio manifestando que se trataba de un error, pues si bien es cierto que, en vía de aclaración de sentencias, es factible enmendar el error producido en ella, tampoco es factible que la propia autoridad pueda modificar lo decidido en la resolución en cuanto al fondo, lo que constituye la esencia de una sentencia como acto jurídico. Por ello, no puede otorgársele el alcance que sus signantes pretenden, puesto que no hay contradicción entre la parte considerativa y el punto OCTAVO resolutivo, ni confusión al respecto en la resolución aprobada por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal. En su oportunidad, emitiré el voto, desde luego estoy en desacuerdo con este Acuerdo. Muchas gracias.-----------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra.---------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Obviamente no reiteraré las razones con las que puntualmente dio cuenta el Secretario que participó en la elaboración del anteproyecto, que luego someto a consideración de Ustedes. Pero si quiero referirme a algunos puntos que puso sobre la mesa el Magistrado Darío Velasco. Me parece que efectivamente un Órgano Jurisdiccional no puede resolver algún asunto con base en consideraciones de tipo subjetivo. Pareciera que lo que se leyó del proyecto que se está analizando, es aquella parte donde, en mi concepto, desentrañamos la voluntad que tuvieron los Consejeros Electorales para arribar a la conclusión correspondiente. Pero esto señores Magistrados, no es desde un punto de vista psicológico, ni mucho menos subjetivo. Analizamos los documentos públicos que obran en autos y particularmente la versión estenográfica de la sesión extraordinaria correspondiente y el acta que con motivo de la misma se levantó. Me voy a permitir leerlo, porque me parece que es muy importante en este aspecto, para la toma de la decisión y estimar efectivamente que el Consejo General estuvo, en este punto, discutiendo la eliminación o no de las vistas correspondientes; y si la eliminación al momento de votar del resolutivo OCTAVO y su considerando, se debió a un error y no a la voluntad de quererlo eliminar, y luego me referiré a porqué no es cierto que sea potestativo para los Consejeros externar las razones y fundamentos por las cuales se elimina de un Dictamen y una propuesta de resolución una cierta sanción. Les voy a quitar algunos minutos distinguidos Magistrados. Leo la parte correspondiente a la versión estenográfica, el Secretario del Consejo dice: “…muchas gracias señora Presidenta, procedería de conformidad con el artículo 32 del Reglamento de Sesiones a someter a votación en lo general los proyectos de Dictamen y de Consejo General y posterior, de manera particular, los resolutivos SÉPTIMO y DECIMOPRIMERO del proyecto de resolución correspondiente y posteriormente la argumentación respecto de la presentación extemporánea de que pase de ser formal a sustantiva.”. Es decir, uno de los temas de los que se discutió “Consejero Electoral Ángel Díaz Ortiz: Perdón nada más para una aclaración, a mí en función de esto de las vistas –subrayo- me parecía que lo que se había leído por parte del Consejero Néstor Vargas en el sentido de quitarlas del Dictamen y de la resolución, para mí, en su caso, lo vea el Secretario Ejecutivo, ¿no? Es la propuesta que hacia la Consejera, y entonces yo estaría de acuerdo, efectivamente, en quitar todas las vistas. Secretario del Consejo: Se va a votar en lo particular. Consejero Electoral Ángel Díaz Ortiz: Sí, claro, se va a votar en lo particular, lo que pasa es que dijo siete y decimoprimero, debe ser siete, ocho y once”. Hago una pausa aquí, porque en todo momento se está refiriendo a las vistas, y aquí es donde el Consejero introduce o induce a un error al resto de sus colegas. La Consejera Presidenta le da el uso de la palabra a la Consejera Yolanda para una última precisión. “Consejera Electoral Yolanda León Manríquez: Para mí, entonces votemos por separado las vistas –subrayo de nueva cuenta– siete, ocho y once, gracias. Secretario del Consejo: Entonces procedería a realizar la votación. Señoras y señores Consejeros Electorales en votación económica y de conformidad con el artículo 32 del Reglamento de Sesiones, se consulta si se aprueban los proyectos de Dictamen, –etcétera- respecto a las irregularidades detectadas en la revisión de los informes de campaña presentados por los partidos políticos, los que estén por la afirmativa les agradecería levantar la mano”. Señores Magistrados un documento público; para mí no existe duda alguna de que los Consejeros votaron por la eliminación de las vistas, y que por un error, se incluyó el resolutivo OCTAVO; pues en el mismo contexto en el que acabo de leer, el Consejero Ángel Díaz Ortiz se estaba refiriendo en todo momento a la eliminación de las vistas. Ahora, considero que en la propuesta ésto es totalmente coincidente con la resolución notificada al Partido Revolucionario Institucional, es decir, hay coincidencia plena entre la resolución como acto jurídico, que es al que me estoy refiriendo con la lectura, y el documento. El documento, efectivamente impone una sanción al Partido Revolucionario Institucional por haber contratado con proveedores que no estaban en el padrón correspondiente. En ese sentido, señores Magistrados, desde mi punto de vista, si una autoridad electoral -y subrayo autoridad electoral- porque no se trata y aquí, en donde yo no coincido que sea potestativo para los Consejeros, emitir las razones, motivos y fundamentos por los cuales emiten una resolución. Efectivamente, si nosotros leemos con cuidado el artículo 58 del Código Electoral del Distrito Federal que es de orden público, se establece el procedimiento de fiscalización, como los tiempos, los plazos, los requisitos que debe contener este dictamen; es decir, se elabora el Dictamen por la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización, se elabora el proyecto de resolución y se somete a consideración del Consejo. Es decir, es un acto complejo que involucra todo un procedimiento de revisión de informes y actuaciones válidas de las autoridades. Entonces, si alguien en el Consejo General pretende la eliminación de un punto de Acuerdo o de un resolutivo, en donde se impone determinada sanción, después de todo un proceso de fiscalización, me parece que tiene que fundar y motivar su decisión –insisto- porque no se trata de particulares, son una autoridad y tienen que fundar y motivar sus determinaciones. En ese sentido, señores Magistrados, me parece que la propuesta que someto a su digna consideración, es totalmente conducente con lo que obra en autos; es decir, existen pruebas con las cuales se demuestra lo que el órgano resolutor quiso eliminar de la resolución y que la resolución como documento es fiel reflejo de lo que pasó en el Consejo General. Hasta aquí dejaría mi intervención, las razones están de sobra expuestas en el proyecto que se está sometiendo a nuestra consideración; no sin decir, por último, que por supuesto estoy convencido que un Órgano Jurisdiccional que analiza una resolución -y aquí en el caso concreto si hay concordancia entre el acto jurídico resolución y el documento- por supuesto que está facultado para interpretar la voluntad del resolutor; es más, si interpretamos la voluntad del legislador, con mayor razón me parece que lo podemos hacer con un acto administrativo que impone ciertas sanciones a un partido político. Ahora, una cuestión relevante del proyecto que no quiero soslayar, es que no se deja en estado de indefensión al Partido Revolucionario Institucional, porque justamente la materia de debate, en el primer punto al que me referí, versaba sobre sí efectivamente se había aprobado o no esa sanción, el partido político no tenía la certeza, no tenía la seguridad de que esto hubiera ocurrido; es más, para él, se había eliminado; se le había excluido de cualquier responsabilidad, y entonces como en este momento se estaría determinando -si este Pleno así lo aprueba- que efectivamente, sí se aprobó ese resolutivo OCTAVO y su considerando correspondiente, relativo a que el partido cometió la infracción de haber contratado con proveedores no registrados, entonces se le permitiría –insisto- como en este momento se determina la existencia de la sanción, presentar un nuevo medio de impugnación contra esos motivos y razones que se exponen en la resolución correspondiente. Hasta aquí dejaría mi primera intervención, por si hay mayores razones en este debate. Gracias.------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? ---------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Me permitiría razonar mi voto en favor del proyecto que se presenta. Efectivamente, es un asunto difícil, aparentemente sencillo, en donde sólo hay un error de los Consejeros, en quitar -se podría decir hasta inocentemente- el resolutivo OCTAVO junto con sus cosiderandos. En la Ponencia estuvimos discutiendo varios escenarios; entre ellos, obviamente la propuesta que nos presentó el Magistrado Armando Maitret Hernández; la argumentación que presenta el Magistrado Darío Velasco y también otras dos posiciones que analizábamos. En mi Ponencia, aparte de que compartíamos los argumentos del Magistrado Darío Velasco, en realidad estábamos viendo que no podíamos, o estábamos pensando que como autoridad jurisdiccional, no podíamos, basados en un error evidente y que se dejaba ver en la discusión y de la versión estenográfica, quitar una sanción, por dos razones. Una, porque no puede haber una absolución de una sanción sin motivación, lo que estaríamos haciendo, era absolver al PRI sin ninguna motivación, y segundo -que esto también surgió de la discusión entre los Magistrados- es que la fiscalización es de orden público, y estaríamos privilegiando un error evidente de los Consejeros, sobre una disposición de orden público. Hacia dónde nos inclinábamos en nuestra Ponencia. Estábamos discutiendo que en realidad lo que habían hecho, era que al separar, al quitar el resolutivo OCTAVO sin discusión y sus considerandos, en realidad no se había pronunciado el Consejo General ¿y cuál sería la consecuencia lógica? Tener una resolución en donde se dejaba sin efectos esta parte y ordenarle al Consejo que se pronunciara sobre esa sanción; sin embargo, no pudimos o no tuvimos tiempo para construir realmente -porque además lo tenemos que fundar y motivar- para construir esta alternativa. Y ante la disyuntiva de irnos por la argumentación que hizo el Magistrado Darío Velasco o la propuesta del Magistrado Maitret, en donde es evidente el error, pues en ese sentido yo decidí que debíamos privilegiar estas dos cuestiones, de que no puede haber absolución de una sanción sin motivación y, que la fiscalización es de orden público. Obviamente se le está dando la oportunidad al PRI de volverse a manifestar. Por eso yo voto a favor del proyecto.---------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Alejandro Delint García ---------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Yo también adelanto el sentido de mi voto a favor del proyecto presentado por el Magistrado Armando Maitret, y razono mi voto de la siguiente manera -ya no voy a utilizar los argumentos que ya muy claramente explicitó el Magistrado Maitret y el Magistrado Presidente- simplemente agrego lo que para mí también forma parte de mi convicción y versa sobre dos aspectos muy concretos. Si bien, somos un Tribunal de legalidad y no de justicia estrictamente, a mi me parece que cuando se pueden unir legalidad y justicia, sin menoscabo de la primera, pues tiene uno que acercarse más a este punto de legalidad y justicia. A que me quiero referir. Me parece que el proyecto que presenta el Magistrado Maitret, alcanza sus fines, al menos desde mi particular punto de vista. Legalidad, somos un Tribunal de legalidad y justicia. ¿Y por qué justicia? Si bien es cierto que el derecho electoral no es derecho penal, desde luego la verdad histórica no es consustancial a la formalidad del derecho electoral. También lo cierto es -en mi convicción- que si un juzgador puede sin apartarse de la objetividad como es el caso para mí, del proyecto del Magistrado Maitret, que no se aparta, encontrar, descubrir y desentrañar de las constancias procesales, la verdad histórica; me parece que es una obligación del juzgador -al menos en mi convicción- acercarse a ella y no apartarse de una manera fría y absolutamente, tal vez muy objetiva, pero sin tomar en cuenta esta verdad histórica. Insisto, y en esto me baso en los principios generales del derecho, teniendo clara la distinción entre lo que pudiera ser en el derecho electoral y en el derecho penal la verdad histórica, que son connotaciones distintas. En conclusión, me parece que el proyecto del Magistrado Maitret -y por eso lo acompaño- no solamente rescata de los documentos y de las constancias procesales la verdad histórica, sino también, se apoya desde luego en argumentos de plena legalidad, y es por eso que voy acompañar su proyecto.--------------------MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Al no haber más manifestaciones, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.----------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor del proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. En contra del proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con mi propuesta.--------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor del proyecto.-------------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por mayoría de votos, en razón de que el Magistrado Darío Velasco Gutiérrez voto en contra.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se modifica la resolución RS-50-10 del ocho de junio de dos mil diez, emitida por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, respecto a la sanción impuesta al Partido Revolucionario Institucional en el resolutivo NOVENO, por no haber reportado en tiempo los montos correspondientes al rubro “Cuentas por Cobrar”, dentro del procedimiento de fiscalización correspondiente al proceso electoral 2008-2009, en términos del Considerando TERCERO de la presente resolución.--------------------------------------------

SEGUNDO. Se ordena al Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal publicar los puntos resolutivos del presente fallo en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados del propio Instituto y en su página de Internet, debiendo informar a este Tribunal dicho cumplimiento.----------------------------------------------------------------------------

TERCERO. Se dejan a salvo los derechos del Partido Revolucionario Institucional para que en el plazo legal correspondiente y, en caso de estimarlo conducente, se inconforme con las consideraciones en que se apoya la sanción contenida en el resolutivo SÉPTIMO.-----------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, tiene el uso de la palabra.------------------------------------------------------------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio. Con fundamento en el artículo 186, inciso g) del Código Electoral del Distrito Federal, solicito que sea agregada a la sentencia aprobada por la mayoría mi voto particular.-------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario, tome nota de la petición formulada por el Magistrado Velasco.--------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Así lo he hecho señor Presidente.-----------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Rubén Geraldo Venegas, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-035/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------
LICENCIADO RUBÉN GERALDO VENEGAS. Con su autorización, Magistrado Presidente, Magistrados integrantes del Pleno. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 035 de este año, promovido por Pedro Leonardo Martínez Granados y Felipe de Jesús Granados Valdéz, por su propio derecho, a fin de impugnar la convocatoria emitida por el Jefe Delegacional en la demarcación territorial Tláhuac, relativa a la consulta pública para elegir al Coordinador Territorial del Pueblo de Santiago Zapotitlán. En la propuesta de resolución que se somete su consideración, después de desvirtuar las causales de improcedencia relativas a la extemporaneidad y falta de interés jurídico hechas valer por la autoridad responsable, se procede al estudio de los agravios esgrimidos por los actores. En el primer motivo de inconformidad de su escrito impugnativo, los promoventes se duelen que en la convocatoria de seis de mayo del presente año, no se señalan todas las secciones que conforman el Pueblo de Santiago Zapotitlán, Tláhuac; sino únicamente aquellas que comprenden la cabecera de dicho pueblo, restricción que, en su concepto, se traduce en una negación o anulación al derecho fundamental a sufragar, así como una trasgresión al principio de igualdad y universalidad del sufragio al resultar dicha situación violatoria de los derechos fundamentales consagrados en nuestra Carta Magna. El agravio en estudio, se propone considerarlo infundado por las razones que se precisan a continuación. Para el estudio del presente motivo de inconformidad, en el proyecto de cuenta se consideró indispensable determinar el carácter del Coordinador Territorial estableciéndose sobre el particular que es un funcionario adscrito a la estructura del gobierno delegacional, el cual, depende orgánicamente de la Dirección General de Participación Ciudadana, siendo su principal función la de ser representante y enlace con diversas comunidades. Así las cosas, en el proyecto se estima, que en el caso específico de la consulta pública para designar al Coordinador Territorial del Pueblo de Santiago Zapotitlán, la determinación de la geografía electoral por parte de la autoridad delegacional, tiene por objeto definir el ámbito espacial en el cual, se realizará dicha consulta y, asimismo, determinar los ciudadanos que, residiendo en el ámbito territorial en el que el referido funcionario ejerce sus atribuciones, y cumpliendo con los requisitos de la convocatoria, pueden emitir válidamente su opinión en dicha consulta; razón por la cual, a efecto de allegarse de mayores elementos de convicción el Magistrado Ponente realizó diversos requerimientos tanto al Jefe Delegacional en Tláhuac como al Instituto Electoral del Distrito Federal. De la información recabada, así como lo manifestado por los actores en su escrito inicial, en el proyecto de cuenta se establece que tanto los impetrantes como la autoridad delegacional, coinciden en señalar que, con independencia de las delimitaciones y colindancias específicas del pueblo de Santiago Zapotitlán, el mismo se constituye en principio por diversos barrios y colonias, algunos de los cuales ya cuentan con un Coordinador Territorial, aspecto que se ve confirmado con la parte atinente del Manual Administrativo de la referida Delegación. Posteriormente y a efecto de mejor proveer, con la información proporcionada por el Jefe Delegacional, se requirió al Instituto Electoral local a efecto de que informara cuáles secciones electorales corresponden al Pueblo de Santiago Zapotitlán, para la elección de Coordinador Territorial, de conformidad con la delimitación y las consideraciones antes precisadas resultando del análisis de la información proporcionada que las secciones electorales son coincidentes con la convocatoria hoy impugnada, las cuales, incluso han sido utilizadas en anteriores consultas para elegir al Coordinador Territorial de dicho pueblo como la celebrada el dieciocho de diciembre de dos mil cinco, tal como se aprecia de la respectiva convocatoria que en copia certificada obra en autos. Procede a continuación el análisis del motivo de disenso por el cual los justiciables alegan que el hecho de que en la mencionada convocatoria se utilizara la expresión “opinión”, en lugar de “voto”, provocó incertidumbre ya que de acuerdo a sus usos y tradiciones los habitantes del referido pueblo originario, están acostumbrados a votar para elegir a sus autoridades locales, entre ellas, al correspondiente Coordinador Territorial. En el proyecto que está a su consideración, dicho motivo de agravio se estima como inoperante ya que, si bien es cierto, en todo el cuerpo de la convocatoria no se utilizó la mención de la palabra “voto”, también lo es, que al término “opinión” a que se hace referencia en el citado instrumento, se le otorgaron las características del sufragio al establecer que la consulta se llevaría a cabo mediante la opinión libre, secreta, directa, personal e intransferible. A continuación procede el análisis de los motivos de inconformidad por los cuales los actores pretenden controvertir sustancialmente el funcionamiento de la Comisión Organizadora. En el proyecto se considera que son infundados los diversos argumentos esgrimidos por los actores en virtud de las siguientes consideraciones: En primer término, se advierte que los enjuiciantes dirigen sus agravios a combatir el proceso de designación de la Comisión Organizadora, el cual, conforme a la Base Tercera de la Convocatoria se realizaría a través de un procedimiento de insaculación, lo cual en consideración de los actores, al intervenir el azar en dicha designación sin tomar en cuenta a la comunidad, así como a sus usos y costumbres, viola en su perjuicio diversos principios democráticos y de la función electoral. Bajo este contexto y contrario a lo argüido por los impetrantes, en el proyecto se considera que el procedimiento de designación instrumentado en la convocatoria no conculca algún principio electoral en detrimento de los derechos político-electorales de los actores, sino que el mismo, encuadra en los lineamientos precisados en la sentencia emitida por este Tribunal con la clave TEDF-JLDC-005/2010 y acumulados, toda vez que en dicho procedimiento se cuidó que la integración del órgano encargado de realizar la consulta fuera libre, auténtica e imparcial y asimismo, garantizara la representatividad de la comunidad. De ahí que en cumplimiento a los lineamientos establecidos por este Tribunal, en la citada convocatoria se establecieron dos tipos de impedimentos de carácter personal, al señalar expresamente que en la conformación de la Comisión Organizadora no podrían participar aquellos funcionarios públicos de la Delegación, bajo cualquier esquema de contratación, y asimismo que aquel integrante que guardara relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, con algún candidato, dejaría de formar parte de la referida Comisión. Ahora bien, por lo que se refiere al motivo de inconformidad que hacen valer los actores consistente en que les depara perjuicio el que se establezca en la convocatoria que una vez insaculados los miembros de la referida Comisión Organizadora procederían a designar de entre ellos el cargo que ocuparán, el mismo se propone declararlo como infundado ya que se advierte que dicho aspecto no conculca algún principio de la función electoral o resulta contrario a los principios democráticos, ya que se aprecia que dicho aspecto tiene como finalidad no afectar su imparcialidad o permitir la intervención de algún agente externo, lo cual, como ya se señaló con anterioridad, responde a la circunstancia de establecer un organismo libre, auténtico e imparcial. Por otra parte, los impetrantes argumentan que en la multicitada convocatoria no se establecen los plazos ni el medio a través del cual se determinará el parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado de los integrantes de la Comisión Organizadora con los posibles candidatos al cargo de Coordinador Territorial, circunstancia que en su concepto los deja en estado de indefensión. Al respecto, el motivo de inconformidad se propone declararlo como infundado, en razón de que derivado de la lectura integral de la convocatoria hoy impugnada se advierte que los diversos actos derivados de ésta, en los cuales se incluye la designación de los integrantes de la Comisión Organizadora, podrán ser recurridos a través de los medios de impugnación establecidos en la Ley Procesal Electoral local, por lo que debe entenderse de manera específica que por lo que hace a la materia probatoria rige dicho ordenamiento, aunado a que no se aprecia que en el medio impugnativo interpuesto por los hoy actores, estos se encuentren combatiendo la designación de alguno de los integrantes de la referida Comisión Organizadora en particular. Asimismo, resulta infundado el motivo de inconformidad que hacen valer los enjuiciantes consistente en que se viola en su perjuicio el principio de imparcialidad en razón de que, en su concepto, si bien la Comisión Organizadora tiene el carácter de autoridad electoral encargada de llevar a cabo la respectiva consulta, también lo es, que no puede ser juez y parte en el proceso de Consulta Pública. Lo anterior es así, toda vez que los actores parten de un premisa errónea ya que de la lectura de las Bases Cuarta, Sexta y Décima Primera de la citada convocatoria se advierte, que dentro de las funciones otorgadas a la Comisión Organizadora no se ubica la de sustanciar algún tipo de recurso o medio de impugnación, toda vez que en esta no se previó la existencia de algún recurso ordinario de defensa sino que los actos realizados durante el desarrollo de la referida consulta podrían impugnarse través de los juicios establecidos en la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. Por lo anteriormente expuesto, los agravios en estudio se consideran como infundados. Así las cosas, al haber resultado inoperantes e infundados los agravios hechos valer por los actores, en el proyecto de cuenta se propone confirmar la convocatoria combatida. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

ÚNICO. Se confirma, en la materia de la impugnación, la Convocatoria emitida por el Jefe Delegacional en la demarcación territorial Tláhuac, relativa a la consulta pública para elegir al Coordinador Territorial del Pueblo de Santiago Zapotitlán, en términos de lo razonado en el Considerando Tercero de este fallo.-------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Nuevamente le solicito al licenciado Rubén Geraldo Venegas, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-046/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.-----------------
LICENCIADO RUBÉN GERALDO VENEGAS. Con su autorización, Magistrado Presidente. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 046 del presente año, promovido por María de Lourdes Romero Briseño, Carlos Inocencio Lozada Castillo, José Asunción Flores Venegas, Erik García Salgado, Ricardo Del Valle Palacios, Antonio Becerril Bolaños y Sergio Luis Pradera, en contra de la resolución recaída al recurso de inconformidad que interpusieron con motivo del ejercicio electivo de designación de Coordinador Territorial en el Pueblo de Santa María Tepepan, de la demarcación territorial Xochimilco. En la propuesta que se somete a su consideración, una vez establecido que la designación del cargo de Coordinador Territorial se eligió a través de un ejercicio electivo organizado por el Jefe Delegacional, involucrando con ello derechos político electorales de los ciudadanos, que son susceptibles de protección por este Órgano Jurisdiccional local, en el proyecto se procede de oficio al análisis de la causal de improcedencia prevista en el artículo 21, fracción VIII de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, respecto de los ciudadanos María de Lourdes Romero Briseño, Erik García Salgado y Sergio Luis Pradere, la cual se tiene por acreditada en virtud de que de manera notoria el escrito de demanda carece de la firma autógrafa de los mencionados actores. A continuación se procede al estudio de los agravios hechos valer mismos que se encaminan a demostrar que la autoridad responsable indebidamente resolvió el medio de defensa interpuesto, circunstancia que en el proyecto se aborda de la forma siguiente. Respecto a la intervención de autoridades y servidores públicos delegacionales en el ejercicio electivo, los actores argumentan que la organización debió llevarla a cabo el Instituto Electoral del Distrito Federal; al respecto, en la propuesta que se somete a su consideración se estima que al ser un ejercicio electivo organizado por el Titular de la Delegación compete plenamente a dicho servidor público la organización de dicho proceso electivo, tan es así, que mediante convocatoria publicada el veinticuatro de febrero del presente año, determinó que sería a través de la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana la organización y calificación de la elección de los nuevos coordinadores territoriales y no así del Instituto Electoral local, organismo que únicamente está facultado legalmente para la organización de los procesos electorales y de participación ciudadana que expresamente le confieren la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y cuya participación quedó establecida en el convenio de apoyo y colaboración que suscribió con la demarcación territorial. Por lo que hace a la inasistencia de Notarios Públicos y de observadores de la Comisión de Derechos Humanos y del Instituto Electoral, ambos del Distrito Federal, así como de la Contraloría Interna de la demarcación Xochimilco, en la propuesta se considera que es inoperante el agravio hecho valer por los justiciables puesto que, aun y cuando quedara demostrada la ausencia de esos funcionarios en el ejercicio electivo, de esto no se sigue por sí mismo que exista una violación a los principios de certeza, seguridad jurídica y legalidad; o bien, a la libertad y secrecía del voto, pues su intervención como observadores tiende a dar mayores garantías al proceso electivo, pero la validez del mismo, incluida la voluntad de los ciudadanos que emitieron su sufragio no podía depender de que esas personas hubieran acudido o no; es decir, no existió elemento objetivo alguno que demostrara, que su ausencia restó seguridad jurídica al proceso electivo o que con ello se vulneró el voto de la ciudadanía, en el entendido de que el motivo de queja es que no se hicieron las gestiones necesarias; lo cual, como se acreditó en autos si aconteció. Por otra parte, los actores señalan que la falta de catálogo de colonias que debió haber sido emitido por la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana, ocasionó que algunas personas sufragaran ilegalmente, pues no pertenecían a las secciones electorales autorizadas. En la propuesta se propone declarar como inoperante el agravio, en razón de que si bien les asiste la razón en cuanto a que la autoridad responsable de manera indebida le desestimó la prueba de inspección judicial de las listas nominales levantadas el día de la jornada electiva, prueba con la que pretendían demostrar la ilegalidad en la emisión de los sufragios, del análisis a los elementos de prueba requeridos por el Magistrado Instructor y que obran en autos, se desprende que tal violación procesal no trascendió al sentido de la resolución impugnada, toda vez que su admisión y desahogo, no hubiera llevado a anular el proceso electivo correspondiente, ya que hubo ciudadanos que no debieron haber sufragado, por no residir en las colonias autorizadas; sin embargo, esto no fue determinante en el resultado de la elección, tomando en cuenta que la diferencia entre el primero y segundo lugar, es de doscientos noventa y siete (297), por lo que aún y cuando se otorgaran como votos a favor del segundo lugar los nueve (9) sufragios de los ciudadanos que votaron sin tener derecho a ello, no se afectaría el resultado de la elección, pues el ciudadano Isabel Jorge Coria Sánchez seguiría ocupando el primer lugar. Más aún, si se sumaran dichos sufragios a los lugares ocupados por los hoy actores, en nada cambiaría el resultado del proceso electivo en cuestión. Finalmente, por lo que toca al argumento de los promoventes relativo a que la autoridad responsable fundamenta y motiva de manera indebida la facultad de modificar los plazos contenidos en la convocatoria, en el proyecto se propone declarar infundado el agravio, toda vez que el Jefe Delegacional en Xochimilco sí cuenta con facultades para realizar las modificaciones pertinentes a la convocatoria que él mismo emitió el veinticuatro de febrero del año en curso, tal y como lo sostuvo la autoridad responsable, por lo que no se trasgredió la garantía de legalidad, pues del acto combatido se desprende que como fundamento de su proceder se citó el artículo 39 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, asimismo se dieron razones para sostener que no era recomendable llevar a cabo el proceso electivo en la misma fecha que se celebraban las fiestas patronales de los pueblos de la demarcación. Por tanto, y al haber resultado inoperantes e infundados los agravios hechos valer por los actores, en el proyecto de cuenta se propone, entre otros efectos, confirmar la resolución combatida. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, únicamente respecto a los ciudadanos María de Lourdes Romero Briseño, Erik García Salgado y Sergio Luis Pradere, en términos del Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.--------------------------------------------

SEGUNDO. Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por cuanto hace al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana en Xochimilco, en términos de lo expresado en el Considerando TERCERO de la presente sentencia.-------------------------

TERCERO. Se CONFIRMA la resolución emitida el siete de junio del año en curso, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, en el expediente del recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/11/2010, en términos de lo razonado en el Considerando CUARTO de este fallo.--------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Jorge Mejía Rosales, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-051/2010, que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADO JORGE MEJÍA ROSALES. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 200, fracción III del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 051 del presente año, promovido por José Reyes Mendoza Cabello, en contra de la resolución emitida por el Director General Jurídico y de Gobierno de la delegación Xochimilco en el expediente DGJG/CC/RI/14/2010. En la propuesta que se somete a su consideración, una vez establecido que el cargo de Coordinador Territorial en la citada demarcación territorial se eligió a través de un ejercicio electivo organizado por el Jefe Delegacional, involucrando con ello derechos político-electorales de los ciudadanos que son susceptibles de protección por este Órgano Jurisdiccional local, se entra al estudio de los agravios hechos valer por el ciudadano actor. 1. Respecto a la intervención de autoridades y servidores públicos delegacionales en el ejercicio electivo, el actor argumenta que la organización debió llevarla a cabo el Instituto Electoral del Distrito Federal. En la propuesta que se somete a su consideración, se considera que es infundado el agravio hecho valer, pues se estima que el proceso electivo compete plenamente al Jefe Delegacional, tan es así, que mediante convocatoria publicada el veinticuatro de febrero del presente año, determinó que sería a través de la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana la organización y calificación de la elección de los nuevos Coordinadores Territoriales, y no así, del Instituto Electoral local, organismo que solamente está facultado legalmente para la organización de los procesos electorales y de participación ciudadana que expresamente le confieren la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, y cuya participación, quedó establecida en el convenio de apoyo y colaboración que suscribió con la demarcación territorial. 2. Por lo que hace a la inasistencia de notarios públicos y de observadores de la Comisión de Derechos Humanos y del Instituto Electoral, ambos del Distrito Federal, así como de la Contraloría Interna de la demarcación Xochimilco, en la propuesta se considera que es inoperante el agravio hecho valer, puesto que, aun y cuando quedara demostrada la ausencia de esos funcionarios en el ejercicio electivo, de esto no se sigue por sí mismo que exista una violación a los principios de certeza, seguridad jurídica y legalidad; o bien, a la libertad y secrecía del voto, pues su intervención como observadores tiende a dar mayores garantías al proceso electivo, pero la validez del mismo, incluida la voluntad de los ciudadanos que emitieron su sufragio no podía depender de que esas personas hubieran acudido o no; es decir, no existió elemento objetivo alguno que demostrara, que su ausencia restó seguridad jurídica al proceso electivo o que con ello se vulneró el voto de la ciudadanía. 3. Por lo que toca al argumento relativo a que la autoridad responsable funda y motiva indebidamente la modificación de los plazos contenidos en la convocatoria, en el proyecto se propone declarar infundado el agravio, toda vez que el Jefe Delegacional en Xochimilco si cuenta con facultades para realizar las modificaciones pertinentes a la convocatoria que él mismo emitió el 24 de febrero del año en curso, por lo que no se vulneró la garantía de legalidad, pues del acto combatido se desprende, que su proceder tiene fundamento en el artículo 39, fracciones VIII y XLV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal. Asimismo, se dieron razones para sostener que no era recomendable llevar a cabo el proceso electivo en la misma fecha que se celebraban las fiestas patronales de los pueblos de la demarcación. 4. Por otra parte, el actor señala que la falta de catálogo de colonias que debió haber sido emitido por la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana, ocasionó que algunas personas sufragaran ilegalmente; al respecto, se propone declarar como fundado el agravio, en razón de que con los elementos de prueba que obran en el expediente, se acreditó la ilegalidad en la emisión del sufragio, misma que si trascendió al sentido de la resolución impugnada. En consecuencia, se concluye que le asiste la razón al actor al señalar que se permitió votar a personas de otros lugares distintos al pueblo de San Luis Tlaxialtemalco, lo que fue determinante en el resultado de la elección, ya que la diferencia de votos entre el primero y el segundo lugar, Jesús Barrera Castro y José Luis Mancera Cabello, respectivamente, es de 7 (siete) votos; es decir, el primero obtuvo 546 (quinientos cuarenta y seis) votos, y el segundo 539 (quinientos treinta y nueve) votos, y tal como se acredita con las Actas de la Consulta Ciudadana, se emitieron 11 (once) votos de manera irregular, esto sucedió en las tres mesas receptoras que para tal efecto se instalaron en el mismo domicilio, por lo que se considera un solo centro de votación, habida cuenta que su sección electoral no pertenecía a dicho pueblo, lo que resulta determinante cuantitativamente, por lo que se propone decretar la nulidad de la elección celebrada el veintiocho de marzo de dos mil diez. Consecuentemente, al declararse fundado el agravio mencionado, en el proyecto se ordena al Jefe Delegacional en Xochimilco que en el ámbito de sus atribuciones y dentro de los quince días naturales siguientes a la notificación de la presente sentencia, emita una nueva convocatoria para llevar a cabo el proceso extraordinario para elegir el Coordinador Territorial en el pueblo de San Luis Tlaxialtemalco, misma que deberá ajustarse a la publicada el veinticuatro de febrero del año en curso, en el entendido que sólo podrán participar los candidatos registrados en el primer proceso. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por cuanto hace al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana en Xochimilco, en términos de lo expresado en el Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.---------------------------------------------
SEGUNDO. Se declara la nulidad de la elección de veintiocho de marzo de dos mil diez, para elegir al Coordinador Territorial en el Pueblo de San Luis Tlaxialtemalco, así como los actos derivados de ella, de conformidad con lo dispuesto en el Considerando QUINTO del presente fallo.---------------------------------------------------------------------------

TERCERO. Se ordena al Jefe Delegacional en Xochimilco que dentro de los quince días naturales siguientes a que se le notifique la presente sentencia, emita una nueva convocatoria para elegir al Coordinador Territorial en la citada demarcación poblacional.-------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Alejandro Juárez Cruz, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-053/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------

LICENCIADO ALEJANDRO JUÁREZ CRUZ. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 053 del presente año, promovido por Gonzalo Campos Luna, en contra del proceso electivo para elegir Coordinador Territorial, en el Pueblo de Santiago Zapotitlán en Tláhuac, por las supuestas omisiones graves en las que incurrió la Comisión Organizadora, al aprobar y utilizar material electoral que en su concepto no era el idóneo para llevar a cabo la referida consulta pública, como son, diez listas de participantes y una tintura de yodo. Cabe señalar, que la Comisión Organizadora como autoridad responsable en el presente juicio, hizo valer como causales de improcedencia, que el acto reclamado fue consentido por el actor, además de que dicha impugnación carece de materia, porque ya se había realizado la jornada electiva. Causales que en la propuesta se desestiman, toda vez que fue hasta el momento en que el Instituto Electoral local, entregó el material electoral a la Comisión Organizadora, cuando el hoy actor tuvo conocimiento cierto y real del contenido de las “10 Listas de Participantes de la Consulta Pública” y no antes como aduce la responsable. En relación a que el medio de impugnación carece de materia, en el proyecto se considera que ello no es obstáculo para dejar de revisar si la documentación y material electoral objeto de controversia, cumplió o no con los principios rectores que rigen la materia electoral, máxime cuando en este tipo de consultas, no es rígido el principio de definitividad. Por lo que hace al estudio de fondo, se analizaron los agravios hechos valer por el impugnante, que por su similitud, se sintetizaron en un solo agravio tendiente a demostrar las omisiones graves en las que incurrió la Comisión Organizadora al aceptar las referidas Listas de Participantes y una tintura de yodo que le proporcionó el Instituto Electoral del Distrito Federal, en lugar de la lista nominal de electores con fotografía y la tinta indeleble, cuya utilización, en consideración del impugnante, se ordenó en las resoluciones dictadas en los expedientes SDF-JDC-288/2009 y TEDF-JLDC-005/2010, lo que vulnera su derecho a ser votado en una elección democrática y, por tanto, solicita la nulidad de la consulta. Agravio que en la propuesta se considera inoperante, pues de una valoración a las constancias que integran el expediente de mérito, se desprende que la Comisión Organizadora no transgredió los principios que rigen la materia electoral y mucho menos los lineamientos establecidos en las citadas resoluciones. Ello es así, porque en dichas sentencias se estableció que la colaboración del Instituto Electoral local tendría, entre otras finalidades, el proporcionar la documentación y el material electoral, para asegurar la certeza en este tipo de procesos electivos, por ello, el aludido Instituto, asemejando los requerimientos técnicos de una elección constitucional, se avocó a gestionar ante el Instituto Federal Electoral, y la Escuela Nacional de Ciencias Biológicas del Instituto Politécnico Nacional, la lista nominal de electores con fotografía y la tinta indeleble, materiales que por causas ajenas a la voluntad de la autoridad administrativa electoral local, no pudo obtener, pues el Instituto Federal Electoral, le informó que dicha lista únicamente se otorga en los procesos electorales constitucionales, en tanto que la Escuela Nacional de Ciencias Biológicas, le manifestó que la tinta indeleble le sería entregada con posterioridad a la fecha en que se llevaría a cabo la citada consulta. Sin que tales impedimentos fueran un obstáculo insalvable para que el Instituto le proporcionara a la Comisión Organizadora, los materiales electorales que le permitieran llevar a cabo su consulta, pues siguiendo los lineamientos de las resoluciones y en el ámbito de sus atribuciones, procedió a proporcionar los insumos electorales que consideró pertinentes para dar certeza al mencionado proceso, máxime cuando los registros que integran las listas de participantes fueron elaborados por el Instituto Federal Electoral, aunado a que los atributos de la tintura de yodo generaron certidumbre al propio Instituto. En consecuencia, en el proyecto que se somete a consideración, se arriba a la conclusión de que las Listas de Participantes y la tintura de yodo, otorgan certeza plena para que pudieran ser utilizados en la consulta para elegir al Coordinador Territorial en el pueblo de Santiago Zapotitlán, pues ni la ley, ni las resoluciones que invoca el actor, obligan a que los materiales que se deban utilizar en los procesos electivos sean los mismos que se disponen en los procesos electorales constitucionales, lo que trae como consecuencia que no exista contravención alguna por parte de la Comisión Organizadora al aprobar, aceptar y recibir dichos insumos electorales. Por tanto, y al haber resultado infundado el agravio hecho valer por el actor, en el proyecto de cuenta se propone, en la materia de impugnación, confirmar la validez del proceso electivo para elegir Coordinador Territorial en el Pueblo de Santiago Zapotitlán. Es la cuenta Señores Magistrados.--------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García. 


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.---------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

ÚNICO. En la materia de impugnación se confirma la validez del proceso electivo para elegir Coordinador Territorial en el Pueblo de Santiago Zapotitlán, en la Delegación Tláhuac, en términos del Considerando TERCERO de la presente sentencia.--------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adrián Bello Nava, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-055/2010, que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, somete a consideración de este Órgano Colegiado.------------
LICENCIADO ADRIÁN BELLO NAVA. Con su autorización señores Magistrados. Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución correspondiente al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 055 del presente año, formado con motivo de la demanda interpuesta por Filiberto Inclán Ibarra, quien se ostenta como candidato a Coordinador Territorial del pueblo San Lucas Xochimanca, en contra de la resolución recaída su recurso de inconformidad, dictada el veinticuatro de junio del año en curso, por el Director General Jurídico y de Gobierno en Xochimilco. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer y resolver el presente asunto y analizar los requisitos de procedencia del medio de impugnación, se procede al estudio de los motivos de inconformidad expuestos por el actor. Afirma el ciudadano enjuiciante, que al emitir la resolución impugnada, el Director General Jurídico y de Gobierno en Xochimilco, excediendo las atribuciones legales, menoscaba sus derechos fundamentales al calificar y validar la consulta ciudadana sin cumplir con las formalidades esenciales, contraviniendo el contenido del artículo 221 del Código de la materia, en la parte que establece que los procesos de participación ciudadana iniciarán con la convocatoria respectiva, en la que se deberán establecer los plazos para la preparación del proceso, respetándose las formalidades de los mismos. Expone, que en la convocatoria respectiva, se estableció que la jornada electiva se llevaría a cabo el veintiuno de marzo del año en curso y no el veintiocho de ese mes y año, siendo además ilegal que mediante un Reglamento Interno se haya dispuesto cambiar la fecha de la elección, al ser este emitido por el Director General de Participación Ciudadana, y no por el Jefe Delegacional, quien era el facultado para ello. Agrega el accionante, que la autoridad delegacional es omisa en fundar y motivar la resolución que impugna, pues señala artículos que no se relacionan con el fondo del asunto, ni con el acto que se le atribuye, amén de que se violaron en su perjuicio los principios rectores del ejercicio de la función electoral, al admitir que no se respetaron los plazos establecidos en la convocatoria. Ahora bien, en autos obra el escrito de treinta y uno de marzo de dos mil diez, por medio del cual, el actor, interpuso recurso de inconformidad en contra de los resultados del proceso de consulta ciudadana celebrada el veintiocho de marzo, para designar al Coordinador Territorial del poblado de San Lucas Xochimanca, en el que expresó diversos conceptos de disenso, sin que se advierta que haya impugnado la convocatoria correspondiente ni el Reglamento de la misma, pues se limitó a solicitar la anulación de los votos correspondientes a la candidata ganadora, al estimar que realiza actos ilegales de proselitismo y rebasó los topes de gastos de campaña; por lo que resulta evidente que los anteriores agravios identificados en el proyecto con las letras A, B, C y D, no guardan relación con los argumentos que hizo valer el actor en su escrito primigenio, ni combaten las consideraciones que plasmó la responsable al resolver el recurso de inconformidad; por tanto, no pueden ser objeto de análisis y se propone declararlos inoperantes. No pasa inadvertido en el proyecto, que el dos de abril del año que transcurre, el actor presentó ante la autoridad responsable, un escrito que denominó ampliación de la impugnación, mismo que debió ser tomado en cuenta por aquella, al resolver el recurso de inconformidad, tal como este Tribunal lo ordenó en la sentencia correspondiente al diverso juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos número 029 del presente año, emitida el diecisiete de junio siguiente. No obstante, la responsable no efectuó pronunciamiento alguno respecto de dicho escrito, por lo que en plenitud de jurisdicción se analiza y se arriba a la convicción de que no puede ser tomado en cuenta, en razón de que la parte actora pretende hacer valer nuevos motivos de disenso, al tratarse de manifestaciones encaminadas a perfeccionar los argumentos que inicialmente planteó, y atendiendo al principio de preclusión, no resulta valido incluir cuestiones novedosas que no fueron planteadas en la litis inicial, y con ello, subsanar las deficiencias de su demanda primigenia. Finalmente, respecto al agravio en el que el impetrante sostiene que la autoridad responsable no admitió las pruebas con las que pretendía acreditar que la candidata ganadora rebasó los montos establecidos para los gasto de campaña y realizó actos de proselitismo indebidos, identificando el proyecto con la letra E, el mismo se estima infundado, pues contrario a lo afirmado por el actor, la responsable sí expuso los motivos y fundamentos que consideró pertinentes para desestimar los elementos de convicción que fueron ofrecidos en el recurso de inconformidad. Así, toda vez que los motivos de disenso planteados por el actor son inoperantes e infundados, se propone confirmar la resolución impugnada. Es la cuenta, señores Magistrados.----------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

ÚNICO. Se CONFIRMA la resolución de veinticuatro de junio del año en curso, emitida por el Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, en el expediente DGJG/CC/RI/19/2010, en términos de lo razonado en el Considerando TERCERO de este fallo.--------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito a la licenciada Erika Estrada Ruíz, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-058/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADA ERIKA ESTRADA RUIZ. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 058 del presente año, promovido por Lucio Guerrero Capultitla, en contra de la resolución recaída al recurso de inconformidad que interpuso con motivo del ejercicio electivo de designación de Coordinadores Territoriales en el poblado San Lorenzo Atemoaya, de la demarcación territorial Xochimilco. En el proyecto que se somete a su consideración, se abordan los agravios expresados por el actor de la forma siguiente. 1. Respecto a la organización por autoridades y servidores públicos delegacionales del ejercicio electivo y no así del Instituto Electoral del Distrito Federal, se estima que al ser un ejercicio electivo lo que organizó el titular en Xochimilco, la organización del mismo compete plenamente a dicho servidor público, tan es así, que mediante convocatoria publicada el veinticuatro de febrero del presente año, determinó que sería a través de la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana la organización y calificación de la elección de los nuevos coordinadores territoriales y no así del Instituto Electoral local, organismo que solamente está facultado legalmente para la organización de los procesos electorales y de participación ciudadana que expresamente le confieren la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. 2. Por lo que hace a la inasistencia de Notarios Públicos y de observadores, en la propuesta se considera que es inoperante el agravio hecho valer por el ciudadano Lucio Guerrero Capultitla puesto que, aun y cuando quedara demostrada la ausencia de esos funcionarios en el ejercicio electivo, de esto no se sigue por sí mismo que exista una violación a los principios de certeza, seguridad jurídica y legalidad; o bien, a la libertad y secrecía del voto, pues su intervención como observadores, tiende a dar mayores garantías al proceso electivo, pero la validez del mismo, incluida la voluntad de los ciudadanos que emitieron su sufragio no podía depender de la asistencia de las personas señaladas. 3. Por otra parte, el actor señala que la falta de catálogo de colonias que debió haber sido emitido por la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana, ocasionó que algunas personas sufragaran ilegalmente pues no pertenecían a las secciones electorales autorizadas. En la propuesta, se propone declarar como inoperante el agravio, en razón de que si bien le asiste la razón en cuanto a que la autoridad responsable de manera indebida le desestimó la prueba de inspección judicial de las listas levantas el día de la jornada electiva, del análisis a los elementos de prueba requeridos por el Magistrado Instructor y que obran en autos, se desprende que tal violación procesal no trascendió al sentido de la resolución impugnada, toda vez que su admisión y desahogo, no hubiera llevado a anular el proceso electivo correspondiente, ya que si bien hubo ciudadanos que no debieron haber sufragado, por no residir en las colonias autorizadas, esto no fue determinante en el resultado de la elección, tomando en cuenta que la diferencia entre el primero y segundo lugar, fue de 79 (setenta y nueve) votos, por lo que aún y cuando se otorgaran como votos a favor del segundo lugar, no se afectaría el resultado de la elección, pues el ciudadano ganador seguiría ocupando el primer lugar. 4. Por último, respecto al argumento del promovente relativo a que la autoridad responsable fundamenta y motiva de manera indebida la facultad de modificar los plazos contenidos en la convocatoria, en el proyecto se propone declarar infundado el agravio, toda vez que el Jefe Delegacional en Xochimilco sí cuenta con facultades para realizar las modificaciones pertinentes a la convocatoria que él mismo emitió, tal y como lo sostuvo la autoridad responsable, por lo que no se trasgredió la garantía de legalidad. Por tanto, y al haber resultado inoperantes e infundado los agravios hechos valer por el actor, en el proyecto de cuenta se propone confirmar la resolución combatida. Es la cuenta señores Magistrados.------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciada. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García. 


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.---------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por cuanto hace al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana en Xochimilco, en términos de lo expresado en el Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.---------------------------------------------
SEGUNDO. Se CONFIRMA la resolución emitida el nueve de julio del año en curso, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, en el expediente del recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/13/2010, en términos de lo razonado en el Considerando CUARTO de este fallo.--------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Nuevamente le solicito a la licenciada Erika Estrada Ruíz, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-070/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------

LICENCIADA ERIKA ESTRADA RUIZ. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 070 del presente año, promovido por el ciudadano Juan Luis Barrera García, en contra de la falta de emplazamiento como tercero interesado al juicio interpuesto ante este Tribunal Electoral local por el ciudadano Lucio Guerrero Capultitla, para combatir la resolución emitida por la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, con motivo del proceso electivo celebrado en el poblado de San Lorenzo Atemoaya, en dicha Delegación. En el proyecto de referencia, se propone declarar como infundado el agravio hecho valer por el promovente, toda vez que de las constancias que obran en el expediente se advierte que dicho medio de impugnación sí fue debidamente publicado en los estrados de la Dirección General Jurídica y de Gobierno, sin que se haya presentado escrito alguno de tercero interesado dentro del plazo establecido para ello. De ahí, que no se hayan vulnerado los derechos del actor, pues estuvo en posibilidad de comparecer y no lo hizo, ya que como se sostiene en la propuesta que se somete a su consideración, no existe disposición alguna que obligue a la autoridad a notificar personalmente a quienes pudieran tener un interés como tercero interesado. En ese sentido, la autoridad cumple con la obligación de dar publicidad a los medios de impugnación que reciba cuando los publica en estrados o en cualquier otro lugar o medio que acredite fehacientemente su publicación, lo que como se dijo, en el caso sucedió, siendo el tercero interesado quien deberá estar pendiente de las publicaciones en estrados, para así poder estar en posibilidad de comparecer a juicio, máxime cuando sabe que existe un derecho incompatible con el que él tiene. En razón de las consideraciones anteriores, en el proyecto se propone confirmar la resolución impugnada. Es la cuenta, señores Magistrados.----------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciada. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García. 


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.---------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor del proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

ÚNICO.- Se CONFIRMA la determinación de la responsable, en lo que respecta a la materia de la impugnación, en los términos del Considerando CUARTO de la presente sentencia.----------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Le solicito al Secretario General, dé cuenta con los proyectos de sentencia emitidos en los expedientes TEDF-JLDC-050, 060, 061, 062, 063, 065, 066, 067 y 068 todos diagonal 2010, sustanciados en las diversas Ponencias; en virtud del sentido de los fallos que se proponen.--------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Por cuestión de método, en principio doy cuenta con los juicios ciudadanos radicados en la Ponencia del Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri, identificados con las claves 050, 063 y 066 todos diagonal 2010, incoados el primero, por los ciudadanos José Luis Mancera Cabello y Roberto Villaruel Flores, en contra de la resolución de siete de junio del presente año recaída al recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/18/2010, dictada por el Director General Jurídico y de Gobierno de la delegación Xochimilco; y los dos restantes, promovidos por el ciudadano Marco Antonio Zaldívar Espejel, en contra de la omisión de la Comisión de Procesos Internos y eventualmente del Comité Directivo del Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal, de realizar los actos necesarios para la elección de su Consejo Político, en la demarcación territorial Tláhuac. En el primero de los juicios referidos, se propone el desechamiento de plano de la demanda, en virtud de actualizarse los supuestos previstos en los artículos 23, fracción VIII, en relación con el 24, fracción II de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, consistente en que el presente juicio ha quedado sin materia. Se afirma lo anterior, ya que del estudio efectuado a la demanda y sus anexos, se advierte que los promoventes solicitan la nulidad de la elección de 28 de marzo del presente año, para elegir al Coordinador Territorial en el Pueblo de San Luis Tlaxialtemalco, y se convoque a nuevas elecciones; sin embargo, es un hecho notorio para este Tribunal, que en esta sesión pública fue resuelto el diverso TEDF-JLDC-051/2010, promovido por el ciudadano José Reyes Mendoza Cabello, en el cual se declaró la nulidad de la elección solicitada por el hoy accionante así como los actos derivados de ella, y se ordenó convocar a un nuevo proceso electivo; con lo cual, se vio satisfecha la pretensión del actor en el juicio que nos ocupa; en consecuencia, resulta evidente que el presente asunto ha quedado sin materia, por lo que resulta procedente su desechamiento de plano. Ahora bien, por cuanto hace al juicio 063 diagonal 2010, se propone, tener por no presentada la demanda del juicio ciudadano, en virtud de actualizarse la causa de improcedencia prevista en los artículos 24, fracción I de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, en relación con los diversos 90, fracción I y 91 del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal, toda vez que según consta de actuaciones, con fecha veintitrés de agosto del presente año, el actor expresó su voluntad de desistir de la acción intentada. Por cuanto hace al juicio identificado con el número 066 diagonal 2010, se estima procedente desechar de plano la demanda, al actualizarse la causa de improcedencia prevista en el artículo 23, fracción IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, pues, toda vez que al ser idéntica la causa de pedir que en el diverso 063/2010 antes referido, resulta lógico concluir que si el actor promueve un diverso juicio en contra de los mismos actos reclamados en aquel del cual desistió, el segundo juicio resulta improcedente, por los efectos generados con dicho desistimiento. Por otra parte, doy cuenta con los proyectos de resolución derivados de los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 060 y 065 ambos diagonal 2010, elaborados en la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, incoados por el ciudadano Alejandro Enríquez Vega, en contra de la omisión de la Comisión de Procesos Internos y eventualmente del Comité Directivo del Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal, de realizar los actos necesarios para la elección de su Consejo Político, en la demarcación territorial Miguel Hidalgo. En dichos proyectos, se propone el desechamiento de plano de las demandas respectivas, en virtud de actualizarse la causa prevista en el artículo 23, fracción VIII, en relación con el 24, fracción I y 54, fracción V de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, en razón de que el promovente, mediante escritos de veintitrés de agosto del presente año, desistió expresamente y por escrito de los juicios que nos ocupan; motivo por el cual se actualiza la causa de desechamiento antes enunciada. Ahora, doy cuenta con los proyectos de resolución relativos a los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 061 y 067, ambos diagonal 2010, sustanciados en la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, promovidos por el ciudadano Manuel Oswaldo Sánchez García, en contra de la omisión de la Comisión de Procesos Internos y eventualmente del Comité Directivo del Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal, de realizar los actos necesarios para la elección de su Consejo Político, en la demarcación territorial Tlalpan. Al respecto, se propone el desechamiento de plano de las demandas respectivas, por actualizarse la causa prevista en el artículo 23, fracción VIII, en relación con el 24, fracción II y 54, fracción V de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, consistente en que los citados juicios han quedado sin materia; ya que tal y como se advierte de las constancias que integran los juicios de cuenta, a la fecha el órgano intrapartidista responsable, ha emitido diversos Acuerdos con los que colma la pretensión que argumenta el actor en sus escritos iniciales de inconformidad; por tanto, resulta evidente la causa de improcedencia aludida. Finalmente, doy cuenta con los proyectos de resolución 062 y 068, ambos diagonal 2010, elaborados en la Ponencia del Magistrado Armando I. Maitret Hernández, incoados por el ciudadano Pedro Alberto Cabrera Castillo, mediante los cuales impugna de la Comisión de Procesos Internos y del Comité Directivo del Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal, la omisión de realizar los actos necesarios para la elección del Consejo Político del citado partido en Magdalena Contreras. Al respecto, en los proyectos de cuenta se propone tener por no interpuestos los juicios respectivos, al actualizarse lo establecido en los artículos 90, fracción I y 91 del Reglamento Interior de esta Institución; en virtud de que el hoy actor expresó su voluntad de desistirse de la acción ejercida, mediante escritos recibidos en la Oficialía de partes de este Tribunal el veintitrés y diecinueve de agosto del presente año, respectivamente. No omito mencionar, que por cuanto hace a los asuntos con los que se da cuenta en los que hubo desistimiento, en su oportunidad, las distintas Ponencias que integran este Tribunal, formularon los requerimientos a que alude el artículo 91 del Reglamento Interior de esta Institución; lo que motivó el sentido de los fallos que hoy son puestos a su consideración. Son las cuentas señor Presidente, señores Magistrados.------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias señor Secretario General. Señores Magistrados están a su consideración los proyectos de cuenta. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, tiene el uso de la palabra.-----------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio, señores Magistrados. Sin dejar de reconocer la labor de los Ponencias que nos presentan los proyectos de resolución TEDF-JLDC-062/2010, TEDF-JLDC-063/2010 y 068/2010, de los cuales ha dado cuenta el  Secretario General, resulta necesario tener claro lo que establece la normatividad electoral en materia de desistimiento, por lo que me permito modestamente hacer una breve referencia a su desarrollo. Para las reformas al Código Electoral del Distrito Federal, publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el diecinueve de octubre de dos mil cinco, los otrora Magistrados Electorales decidieron conformar un grupo de trabajo para adecuar el Reglamento Interior a dichas reformas, en cumplimiento a lo señalado en el Cuarto artículo Transitorio de la reforma referida, que daba sesenta días para realizar tal adecuación. Por lo que hace a las improcedencias de las demandas, hay que considerar que el entonces artículo 259 del Código Electoral local, señalaba una serie de supuestos, por los que los medios de impugnación resultan improcedentes, sin precisar cómo se tramita la improcedencia o cómo debe calificarse la misma, por lo que en el artículo 155 del Reglamento Interior, publicado en la Gaceta Oficial local, el veintiocho de diciembre de dos mil cinco, se señaló que en caso de desistimiento, el Magistrado Instructor debía requerir al promovente, para que lo ratificara y, en caso de no hacerlo, se tendría por no ratificado y se resolvería en consecuencia. Con la abrogación del Código Electoral citado y la entrada en vigor de la actual normatividad electoral, cambió la manera en que el legislador atendió las causales de improcedencia, pues ahora, respecto de las mismas, el artículo 23 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal establece que, en caso de actualizarse alguna de ellas se decretará el desechamiento de plano de la demanda. Por lo anterior, lo señalado en el Reglamento Interior respecto a este tema quedó superado, toda vez que el legislador decidió señalar que las causales de improcedencia dan lugar al desechamiento, cosa que no había hecho cuando se incluyó en el Reglamento Interior la figura para el desistimiento de “tener por no interpuesta” la demanda. De esta manera, en atención a que lo establecido en la Ley Procesal Electoral debe prevalecer sobre lo que señala el artículo 90 del Reglamento Interior, por ser una norma jerárquicamente superior, es que considero, modestamente, deben desecharse los medios de impugnación en los que se ha presentado un desistimiento, independientemente que pudiera discutirse, e incluso admitirse teóricamente, que debe tenerse por no presentada la demanda y no desecharla, pues tal opinión teórica, no puede derogar el texto del artículo 23 de la Ley Procesal Electoral, y resulta claro, que el Reglamento Interior tampoco. Por otra parte, no es la primera vez que se resuelve un asunto en que se presenta un desistimiento, independientemente de que el artículo 90 del Reglamento Interior se modificó para señalar que la incomparecencia para ratificar el desistimiento, no tiene la consecuencia de tener al actor por no desistido de su demanda, sino por el contrario, de tenerlo por desistido. Dicha modificación se realizó para hacerlo congruente en esta parte, con lo señalado en el artículo 24, fracción I de la Ley Procesal Electoral, pero ello no cambia el mandato legal consistente en que al actualizarse una causa de improcedencia, debe desecharse la demanda; lo que excluye cualquier otra posibilidad. Así, el trece de febrero de dos mil nueve, por unanimidad, se resolvió desechar el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 054/2008, promovido por el ciudadano José de Jesús Zambrano Grijalva. Este mismo criterio se confirmó una vez más por unanimidad, el dieciocho de abril de dos mil nueve, en el juicio para protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 038/2009 y el treinta y uno de julio de dos mil nueve, también por unanimidad, al desechar el juicio electoral 050/2009. Por lo anterior, aun pudiendo elaborar argumentaciones muy respetables para introducir criterios que se apartan de lo sostenido por este Tribunal en el tema, en mi concepto, no debemos implicar la norma contenida en el artículo 23 de la Ley Procesal Electoral para esta ciudad, que en lo conducente textualmente ordena “…Los medios de impugnación previstos en este ordenamiento serán improcedentes, y por tanto, se decretará el desechamiento de plano de la demanda…”. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Armando Maitret Hernández --------------------

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Sí gracias Magistrado Presidente. He escuchado con atención los argumentos del Magistrado Velasco y quiero adelantar en este sentido que estaré en favor de los proyectos de cuenta con los que dio lectura el Secretario General, con excepción de los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 060, 065 y 066, los dos primeros, propuestas del Magistrado Darío Velasco y el último de ellos, propuesta del Magistrado Riva Palacio. Voy a dar mis razones. Las propuestas que nos formula el Magistrado Velasco -y perdón, aquí, si tenemos que analizar algo que pareciera intrascendente- porque el efecto jurídico de todo esto es que los juicios se resuelvan sin analizar el fondo del asunto y se manden al archivo, porque lo actores decidieron ya no continuar; sin embargo, justamente como los diversos Magistrados hicimos diversas propuestas apoyadas en la lectura de las disposiciones jurídicas existentes, es que llegamos a este debate. La propuesta del Magistrado Velasco se apoya, efectivamente, en lo dispuesto en el artículo 23, que dice: “…Los medios de impugnación previstos en este ordenamiento serán improcedentes, y por tanto, se decretará el desechamiento de plano de la demanda en los siguientes casos”. La fracción VIII, que es la que se está aplicando como causa de improcedencia y desechamiento se refiere a que “En los demás casos que se desprendan de los ordenamientos legales…”, y aquí se hace una correlación o una relación al artículo 24 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, la cual cito textualmente: “…El Pleno del Tribunal podrá decretar el sobreseimiento, cuando habiendo sido admitido el medio de impugnación correspondiente…” fracción I “El promovente se desista expresamente por escrito, en cuyo caso el Magistrado instructor requerirá la ratificación del escrito apercibido de que de no comparecer se tendrá por ratificado el desistimiento”. Señores Magistrados, la posición que propongo a Ustedes en mis proyectos identificados con las claves TEDF-JLDC-062 y 068 a los que hizo referencia el Magistrado Velasco, se apoyan efectivamente en una distinción normativa. Es decir, nuestro Reglamento Interior establece y distingue con toda claridad, que cuando se presente el desistimiento con anterioridad a la admisión de la demanda, traerá como consecuencia que ésta se tenga por no interpuesta, mientras que si se plantea con posterioridad en términos de la Ley Procesal, el efecto jurídico será el sobreseimiento. Es decir, la propuesta en un purismo jurídico procesal -si se quiere calificar de esa manera- apoyada, como bien lo dice el Magistrado Velasco en la teoría general del proceso, me lleva a proponerles, la no interposición de los respectivos juicios, porque los desistimientos se presentaron antes de que hubiéramos admitido la demanda. Este criterio que les propongo, es reforzado por la tesis de jurisprudencia 065/2005 emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro es “DESISTIMIENTO DE LA INSTANCIA SURTE EFECTOS DESDE EL MOMENTO EN QUE SE PRESENTA EL ESCRITO CORRESPONDIENTE”, que en lo conducente establece, lo que cito textualmente: “cuando se presenta el escrito de desistimiento de la instancia, se hace saber al juzgador la intención del actor de destruir los efectos jurídicos generados con la demanda y como el efecto que produce el desistimiento es que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de su presentación, desde ese momento desaparece cualquier efecto jurídico que pudiera haberse generado con la demanda; esto es, todos los derechos y obligaciones derivados de la manifestación de la voluntad de demandarse destruyen como si nunca se hubieran presentado la demanda ni hubiera existido el juicio”. En mi concepto, señores Magistrados, y siguiendo las razones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación -que para esto acudí a la contradicción de tesis 155/2004-PS que dieron origen a esta tesis- estimo que las promociones de las partes en un juicio, entre las que se encuentra el desistimiento, tienen la naturaleza de actos jurídicos, pues son manifestaciones de la voluntad de las partes que tienen como finalidad la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos y obligaciones. En el caso del escrito por el que se presenta el desistimiento de la instancia o de la demanda, éste resulta ser una manifestación de voluntad que pretende la extinción de los derechos y obligaciones que se generaron al presentar la demanda. Así, es claro que el desistimiento de la demanda tiene como consecuencia que las obligaciones y derechos que se generaron con su presentación queden sin efectos, tal como si jamás se hubiera presentado, e implica sólo la renuncia de los actos del proceso. De esta forma, señores Magistrados, cuando se presenta el desistimiento de la instancia, se está haciendo saber al juzgador la intención del actor de destruir los efectos jurídicos que se generaron con su demanda y, como el efecto que produce el desistimiento de ésta es que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de su presentación; en otras palabras, con el desistimiento desaparece cualquier efecto jurídico que pudiera haberse generado con la demanda. En este sentido -y porque formó parte en algún momento del debate en sesión privada- considero que no es óbice para llegar a esta conclusión, el hecho de que el Magistrado Instructor, en este caso, cualquiera de nosotros, previo a la admisión de la demanda, haya realizado actuaciones a efecto de lograr la debida integración del expediente y allegarse de elementos necesarios para resolver el juicio; entre ellos, por supuesto, el requerimiento al actor para que ratifique su desistimiento; ya que de acuerdo con el máximo Tribunal del país, todo lo actuado con anterioridad o posterioridad al desistimiento deja de existir jurídicamente como si nunca se hubiera realizado. Insisto, jurídicamente, -no estoy hablando de que materialmente o fácticamente no se haya presentado demanda alguna- no surte efectos y esto que hago o propongo, siguiendo la doctrina jurisprudencial, por supuesto que deriva de la Teoría General del Proceso. A esto mismo se ha referido, como consecuencia del desistimiento antes de la admisión de la demanda, Francesco Carnelutti, Hernando Devis Echandía y Eduardo J. Couture que en el voto que presentaré por escrito respecto de estos proyectos del Magistrado Velasco -si es que este Pleno los aprueba- hago la cita puntual. Ahora bien, el motivo de disenso en la propuesta del Magistrado Riva Palacio del juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 066 de este año, radica en una razón distinta; es decir, en estricta congruencia con mi posición, esta demanda también debiera tenerse por no interpuesta, en este asunto como dio cuenta puntual el Secretario General, la razón del desechamiento se apoya en el artículo 23, fracción IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, que dice que el actor consintió el acto, y lo consintió porque al haberse desistido de diverso juicio, en este mismo, al estar impugnados los mismos actos y contra las mismas autoridades, se entiende que se consintió el acto. Se apoya fundamentalmente la propuesta en una tesis de jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, su rubro es: “DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA EN EL JUICIO DE AMPARO. IMPLICA EL CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LOS ACTOS RECLAMADOS, RESULTANDO IMPROCEDENTE EL NUEVO JUICIO PARA ELLOS”, de nueva cuenta, la jurisprudencia debe tener o debe estar apoyada en las consideraciones que la sustentan y, en este caso, acudí a la contradicción de tesis 302 del año 91, que es de donde se origina esta jurisprudencia y la parte relevante, la voy a citar, dice el Pleno de la Corte: “por tanto, la contradicción de tesis se delimita a establecer los efectos que produce el desistimiento en un juicio de amparo, respecto de un diverso juicio de esa naturaleza, intentado posteriormente por el mismo quejoso y en contra de los mismos actos reclamados”. Señores Magistrados, estimo que en el caso concreto la jurisprudencia no es aplicable, y que por tanto, la razón de desechamiento no debe ser ésta sino el tener por no interpuesta la demanda ¿Por qué? Porque tengo en mis manos el escrito de desistimiento y todos ustedes saben que hay una distinción muy clara entre desistimiento de la demanda o de la instancia y desistimiento de la acción, y en ese sentido el actor en este juicio, en el 066, se vino a desistir de la demanda del juicio para la protección de los derechos político-electorales, y aquí hay un dato relevante, se viene a desistir de una acción en contra de una omisión, y como ustedes saben una omisión es un acto de tracto-sucesivo. Considerar lo contrario, implicaría que el actor consintió de una vez y para siempre, esos actos omisivos; lo cual, me parece que no es así. Es un desistimiento, porque en este momento a sus intereses procesales le conviene, y no significa desde mi punto de vista, que esté renunciando a los derechos que le corresponde respecto de la materia central de estos asuntos que es la omisión del Comité Directivo del PRI a convocar a las elecciones correspondientes del Consejo Político Delegacional. Son las razones por las que respetuosamente me permiten apartarme de las propuestas y sostener que deben tenerse por no interpuestas las demandas atinentes. Muchas gracias Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Alguna otra intervención de algún Magistrado? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.----------------------------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Si, trataré de ser muy breve. Efectivamente, pareciera que no tienen sentido estos puntos de vista, en virtud de que los asuntos de que hemos platicado, el fondo o el sentido de resolución va a ser el mismo, nada más la forma, la ruta. Aquí cabría dejar para la reflexión lo siguiente: los precedentes de este propio Tribunal, resueltos por este Pleno -los que cite con anterioridad, el JLDC-054/2008, el JLDC-038/2009 y el juicio electoral 050/2009- que este Pleno así considero, hizo ese estudio, análisis de manera profunda, responsable y seguimos esos criterios. Ahora, ante lo expreso establecido por el propio artículo 23 de la Ley Procesal Electoral que repito, es totalmente aplicable y aun guardando el respeto debido al criterio jurisprudencial o tesis, señalado por nuestro Máximo Órgano de Justicia en este país, me parece que da para reflexionar lo que tenemos que hacer en lo sucesivo; es decir, definir si seguimos con los precedentes que tenemos o cambiar el criterio, como ya en la anterior sesión tuvimos con respecto a aquellos asuntos que se resolvieron con base a los usos y costumbres. Si en un principio este Pleno reconoció que los sistemas de elección en ciertas Delegaciones de esta ciudad, particularmente el caso de Xochimilco y Tláhuac, se aplicaron esos principios de usos y costumbres, pero también compartimos que era necesario cambiar el criterio, lo sentido, que también esto pudiera dar pauta. Dimos referencia de que, quizás esto sea una cuestión también histórica, porque fue el anterior Pleno quien ordenó un grupo de trabajo y aquí se encuentran varios Secretarios de aquella época, de los que también tuvieron participación en la adecuación del Reglamento Interior, me parece que también tendríamos que considerar. Ahora, sea que el propio Pleno se dé a la tarea de adecuar el Reglamento Interior; o sea, que se proponga con motivo de las propuestas que se van a dar para reformar el Código Electoral, pues posiblemente también eso se tenga que adecuar. Esto es para la reflexión, diríamos que, por que no comparto el criterio que en este caso pone a consideración el Magistrado Maitret, en cuanto a la expresión tener por no interpuesta la demanda ¿Porque no la comparto? Porque considero que cuando previamente se hace el requerimiento a una de las partes o a las partes que se involucren se le requiere la información; es decir, se empieza a actuar desde el ámbito jurisdiccional y se allega uno de elementos suficientes para tener la decisión en el sentido de la resolución y después se le dice no se tiene admitida tu demanda, entonces allí es en donde decimos, es el artículo 23 de la Ley Procesal, la que aplica expresamente en cuanto a después de que ya hiciste, me atendiste el requerimiento, tengo los elementos, yo te lo desecho. Ese es el criterio que sostengo, es para la reflexión y obvio al respeto al tiempo de la sesión, yo estaría señalando que estaría de acuerdo en todos los asuntos en donde se deja estudiar el fondo. En el caso de los expedientes 062, 063 y 068, ahí es en donde estoy en desacuerdo y considero que debe desecharse en términos de la Ley Procesal Electoral y no tener por no presentada la demanda, conforme lo dice el artículo 90 del Reglamento Interior. Es mi comentario, señores Magistrados.------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra --------------------------------------------

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Si, gracias. Nada más porque el Magistrado Velasco me ha dado la oportunidad, me recordó algo que había omitido en mi réplica. Efectivamente, no se trata desde mi punto de vista, de una cuestión de jerarquía normativa, sino que el supuesto contenido en la ley se refiere a una consecuencia jurídico procesal, cuando ya se admitió la demanda; es decir, cuando ya se admitió la demanda procede el sobreseimiento. En cambio, el supuesto normativo contenido al Reglamento es uno diverso, cuando no se ha admitido la demanda entonces procede tener por no interpuesto el juicio. Justamente, esta distinción importante, me permite, señores Magistrados, sostener la plena consistencia de lo que hemos resuelto en los casos y precedentes a los que se refiere el Magistrado Velasco, y lo que ahora estoy proponiendo ¿Por qué? Porque este Código ya nos dio una perspectiva histórica de cómo ha evolucionado la disposición, pero recuerden, tengo en mis manos los Reglamentos anteriores y en todos los casos, hasta que lo corregimos, porque este Pleno corrigió esa falta de técnica procesal, anteriormente se decía: “el Magistrado instructor que conozca del asunto propondrá al Pleno tener por no interpuesto el medio de impugnación cuando no se haya dictado auto de admisión y siempre y cuando se den algunos de los supuestos –que el actor se desista expresamente, y esta era la parte relevante–, el Magistrado requerirá la parte actora, para que en un plazo que no exceda de 72 horas lo ratifique, bajo el apercibimiento de que de no hacerlo tendrá por no ratificado el desistimiento”. Es decir, nuestros Reglamentos anteriores establecían que aunque vinieras a desistirte y yo te requería, pero no te presentabas a ratificarlo, de todos modos iba a proseguir el juicio, aún contra tu voluntad. Esto, señores Magistrados, ya lo corregimos en el actual Reglamento, y por supuesto que en estos asuntos a los que se refiere el Magistrado Velasco, teniendo una disposición que preveía el sobreseimiento cuando se hubiera admitido, pero el caso es que, no se había admitido, y que por tanto, teníamos que hacer imperar la voluntad de los actores, hicimos una interpretación válida, desde mi punto de vista, también es adecuada, desde cierta perspectiva procesal, no desde un purismo exacto, pero si desde una perspectiva procesal. Porque lo relevante de la causa de sobreseimiento ¿Qué es? Que hay situaciones que impiden proseguir el juicio, y si la demanda no se ha admitido, lo relevante es que el asunto se quede hasta la etapa procesal correspondiente, y en ese sentido, se dicte el auto o la resolución de desechamiento. En otras palabras, y sintetizando los casos a los que se refiere el Magistrado Velasco -y recuerdo muy bien, el caso de Jesús Zambrano- por supuesto que él había manifestado su voluntad de desistirse, pero teníamos, dos cuestiones jurídicas: no se había admitido la demanda, y en segundo lugar, había venido a ratificar su escrito, entonces la consecuencia reglamentaria es que tenemos que seguir era el tener por no interpuesta la demanda; sin embargo, se privilegió, como dice la Teoría General del Proceso la voluntad del actor y dejar hasta ahí el asunto. Es lo que quería agregar a mi intervención Magistrado Presidente.----------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias Magistrado. Yo haría algunos comentarios, en principio yo adelanto que votaré a favor de todos los proyectos como están, no obstante los diferentes caminos o vías que se llegaron a los mismos, porque al final de cuentas el efecto es el mismo. No entramos al fondo de ninguno de estos asuntos. Yo aquí retomaría un poco la intervención del Magistrado Darío Velasco. El Derecho es opinable, por eso siempre hay diversas interpretaciones. Se está transformando constantemente. Creo que si tenemos precedentes e incluso jurisprudencia, pues en principio son cosas que nos orientan o nos facilitan el trabajo cuando nos llegan casos similares; sin embargo, esto no impide que nosotros mismos hagamos una nueva reflexión o algunas otras instancias jurisdiccionales, ya sea locales o doctrinales o federales que nos obligan, cambien criterios y nos tengamos que ajustar a los mismos. Por lo tanto, yo no le daría tanta relevancia a los precedentes que hemos tenido, independiente de este por ejemplo. Además, ya se hizo la precisión del caso concreto de Jesús Zambrano, fue por otras razones, así nos podríamos ir asunto por asunto. Es decir, hay que atraer una interpretación dinámica, debemos de seguir concretamente. Citó también el Magistrado Darío Velasco, los asuntos de los Coordinadores Territoriales donde abandonamos una tesis por nuevas reflexiones, nuevos estudios, que hemos hecho, que incluso, ahí llegamos a esta solución en donde por esas razones resolvimos todos estos asuntos, la mayoría de ellos confirmando las decisiones de los Jefes Delegacionales y anulamos sólo una elección. Pero hasta en ese asunto, tenemos la discusión interna. Creo que fue muy rica y hay otra posible solución, que podríamos seguir estudiando y analizando y en otro momento podría tener consenso y mayoría, que es que en realidad no son ni siquiera competentes para conocer de las elecciones de Coordinadores Territoriales. Es decir, está a discusión, a análisis, pero ahí vamos y eso no quiere decir que, todo lo que estemos resolviendo ahora sea ilegal; es de interpretación, es todo el Derecho. En ese sentido, yo por eso, y por estas razones voy a votar a favor de todos los proyectos. Uno de mis proyectos, que también está dentro de la discusión, de tener por no interpuesta la demanda, que es el juicio 063. Obviamente yo comparto las consideraciones y razones que dio el Magistrado Maitret y en cuanto a que el Magistrado Maitret está en contra del proyecto, además por su trayectoria, me imagino, porque es procesalista, es muy pulcro en esa parte; sin embargo, yo difiero un poco en su apreciación. Seguiremos estudiando y analizando estos asuntos procesales, en el sentido de que, tenemos dos juicios con la misma demanda. Yo concretamente, para hablar de los míos, el 063 y el 066, son idénticos. Entonces, por tanto, la reflexión que llevo en mi proyecto es el 063 en la misma forma y con los mismos argumentos que el Magistrado Maitret, yo llego a tener por no interpuesta la demanda ¿Qué pasa con el 066 que es igual? Desde mi punto de vista, lo que estábamos considerando y que sería como pasos lógicos procesalmente hablando, es que si ya te desististe del primero, y ya te tengo por no interpuesto en el primero, el segundo es un acto ya consentido, por lo tanto, se desecha por acto consentido. Ahora, en cuanto a la jurisprudencia, efectivamente es una jurisprudencia de la Corte del Poder Judicial, no es obligatoria, es orientadora, pero consideramos que el desistimiento es el desistimiento de la demanda, y de la acción. Sostengo que el desistimiento no sólo implica la disposición del Derecho Procesal del promovente a dar por concluida la instancia, sino que también repercute en el derecho sustantivo que se afirma conculcado, y esto lo ha sostenido la Sala Superior, traer ya no un precedente fuera de la materia electoral, sino ya lo ha sostenido en la Sala Superior, obviamente en un supuesto diferente a éste en una tesis de jurisprudencia, que nos dice: “que el desistimiento en juicio de revisión constitucional electoral, cuando se controvierte el resultado de comicios, el formulado por el partido actor es ineficaz, si el candidato no consintió la perención de la instancia”, legislación de Puebla y similares, es muy larga y trae otras cosas, me referiré a una parte de la tesis, dice: “el desistimiento no sólo implica la disposición del derecho procesal del promovente, de dar por concluida la instancia, sino que también repercute en el derecho sustantivo que se afirma conculcado”. Entonces, por esas razones, nosotros nos permitimos presentar este segundo juicio, con esa propuesta. Esas son las razones, yo creo que, también como se dijo, hay que seguir explorando, hay que seguir estudiando los asuntos, y que podemos cambiar después, o unificar un criterio posterior, pero el efecto ahorita es el mismo y sobre todo, no estamos en ningún momento, en ningún asunto, entrando al fondo del proyecto, por lo que hace a los asuntos del Magistrado Delint, son diferentes, yo tengo uno también diferente de los Coordinadores Territoriales, es decir, se centra realmente en estos asuntos la discrepancia, no son todos tampoco, donde hay discrepancia, entonces yo adelanto mi voto a favor de todos los proyectos.--------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Alejandro Delint García.---------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. También muy breve, para manifestar que también votare por todos los proyectos, los argumentos que sostienen los mismos, pues me parecen de interpretaciones muy respetables, pero en lo particular no me generan ningún motivo de análisis profundo -con todo respeto lo digo- y como el efecto es el mismo, pues yo votaré a favor de todos los proyectos.---
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.----
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Nada más para comentar, como anécdota, lo que ocurrió en aquel juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, el 054/2008, el cual fue resuelto el trece de febrero del año pasado. Ese asunto fue desechado por un desistimiento que presenta el actor, lo curioso del caso, y todos seguramente lo recordamos, que el Magistrado instructor aplica tanto la Ley Procesal como el propio Reglamento, lo cual era en cierta forma incongruente, pero además, también el desistimiento se presenta ante un Actuario, y la duda, era el motivo de discusión en esa ocasión, de que si el desistimiento se presentaba ante el Actuario o ante el Magistrado instructor. Finalmente, se presentó ante el Actuario argumentándose, en ese momento, de que está investido de fe pública. Es el antecedente, para ser totalmente claro, yo voto a favor de los proyectos, y en su oportunidad, presentaré el voto particular concurrente en los que cite con anterioridad. No es más que para la reflexión y seguramente de este tipo de temas y análisis, más que debate, seguirá dándose en lo sucesivo. Muchas gracias.-----------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado? En virtud de estar suficientemente discutido, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor de todos los proyectos.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor de los proyectos con excepción de los identificados con las claves TEDF-JLDC-060/2010, 065/2010 y 066/2010, por las razones que externé en mis intervenciones.---------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. A favor de los proyectos, con excepción de los juicios 062, 063 y 068 todos de este año, en virtud de mi intervención anterior.---------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de todos los proyectos.-----------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido aprobados los proyectos de resolución con las precisiones que formularon los Magistrados Darío Velasco Gutiérrez y Armando Maitret Hernández.---------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, por cuanto hace a los expedientes TEDF-JLDC-050, 060, 061, 065 y 067, todos diagonal 2010, se resuelve: ---------------------------------------------------------------------
ÚNICO. Se desechan de plano las demandas de los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, en los términos expuestos en los fallos respectivos.------------------------------
Por lo que respecta a los expedientes TEDF-JLDC-062, 063 y 068, todos diagonal 2010, se resuelve: -------------------------------------------------
ÚNICO. Se tienen por no interpuestos los presentes juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, en los términos expuestos en los fallos respectivos.------------------------------
Ahora bien, dado que se ha resuelto tener por no interpuesto el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos TEDF-JLDC-063/2010, y en razón de los argumentos expuestos por el Secretario General y contenidos en el fallo atinente, vinculados con el diverso TEDF-JLDC-066/2010, se resuelve: -----------
ÚNICO. Se desecha de plano la demanda de juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, promovido por Marco Antonio Zaldívar Espejel en términos del Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.---------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra --------------------------------------------

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con fundamento en nuestras normas reglamentarias y en la ley, quiero solicitarle a este Pleno, que se inserte antes de las firmas, un voto particular en cada uno de los expedientes a los que me referí y como disidencia presentaré con toda oportunidad.------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, tiene el uso de la palabra.------------------------------------------------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con base en los numerales 186, inciso g) del Código de la materia y 61, fracción IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, solicito respetuosamente que se agreguen a los expedientes TEDF-JLDC-062, TEDF-JLDC-063 y TEDF-JLDC-068 todos del año 2010, voto particular de mi parte.-----------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario tome nota de las peticiones formuladas por los Magistrados.-------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Así lo he hecho señor Presidente.------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.
--
____________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	_______________________________
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MAGISTRADO 
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